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Panel integrado por su presidenta, la Juez Domínguez 

Irizarry, la Jueza Romero García y la Juez Méndez Miró1 

 

Méndez Miró, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

El Sr. Luis Gabriel Ayala García (señor Ayala) 

solicita que este Tribunal revise una Sentencia que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Bayamón 

(TPI). En esta, el TPI condenó al señor Ayala a una pena 

de reclusión de diecisiete (17) años por el delito de 

asesinato en segundo grado, Art. 106 del Código Penal de 

Puerto Rico de 2004, Ley Núm. 149 de 18 de junio de 2004, 

33 LPRA sec. 4734 (Código Penal de 2004), y un (1) año 

y seis (6) meses por infringir el Art. 5.05 de la Ley de 

Armas de Puerto Rico, Ley Núm. 404 de 11 de septiembre 

de 2000, según enmendada, 25 LPRA sec. 458d (Ley de 

Armas). 

                                                 
1 Conforme a la Orden Administrativa TA-2017-015, la Juez Méndez 

Miró sustituyó al Juez Flores García. 
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Se confirma al TPI. 

I. MARCO FÁCTICO Y PROCESAL 

 El 28 de marzo de 2008, el señor Ayala se encontraba 

en una fiesta de la clase graduanda de la Escuela 

Superior Maestro Ladí. Estaba con un grupo de amistades 

y conocidos del Municipio de Bayamón. La celebración se 

dio en un local llamado El Rancho en Vega Alta. En la 

entrada del local había una mesa en la que se cobraban 

siete dólares ($7) por admisión y, además, tres (3) 

personas contratadas para seguridad privada, que 

revisaban a las personas antes de permitirles la entrada 

para asegurarse de que no poseían armas. 

 Durante la noche, el señor Ayala repetidamente 

apagó y prendió las luces del establecimiento. El 

Sr. Jorge Adorno Arroyo (señor Adorno) intervino para 

que el señor Ayala cesara tal conducta. Al terminar el 

encuentro, el señor Adorno realizó una llamada 

telefónica a una de sus amistades y le pidió que acudiera 

al local por si surgía algún problema. 

 Eventualmente, cuando el señor Adorno se dirigía a 

retirarse del establecimiento, se encontró con el señor 

Ayala y le propinó un golpe en el rostro. Acto seguido, 

el señor Ayala y sus acompañantes --alrededor de cinco 

(5) personas-- agredieron al señor Adorno quien, 

eventualmente, logró huir cuesta abajo del local El 

Rancho hasta perderse de vista. Durante la madrugada del 

día siguiente, encontraron al señor Adorno muerto en la 

cuesta por donde había escapado. 

Por estos hechos, el Estado presentó una Acusación 

en contra del señor Ayala por el delito de Asesinato en 

Primer Grado, Art. 106 del Código Penal de 2004, supra, 

y por violación al Art. 5.05 de la Ley de Armas, supra. 
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En específico, el Estado imputó al señor Ayala haber 

utilizado un arma blanca para cometer el delito de 

asesinato contra el señor Adorno.  

Tras celebrar la Vista Preliminar el 12 de marzo de 

2009, el señor Ayala no acudió a la lectura de acusación. 

Ante sus ausencias constantes a los actos de lectura 

subsiguientes, se le declaró prófugo de la justicia. 

Eventualmente, el 29 de julio de 2015, siete (7) años 

luego de que ocurrieran los hechos, se le arrestó. 

Finalmente, la lectura de acusación se celebró el 13 de 

agosto de 2015. 

Después de varias incidencias procesales, el juicio 

por Tribunal de Derecho inició el 19 de enero de 2016, 

y terminó el 5 de mayo de 2016. En apoyo del Estado 

declararon varios testigos. Entre estos, el Sr. José A. 

Adorno Medina (Don José), padre del señor Adorno; el Sr. 

Luis R. Maldonado García t/c/c “Bebé Funky” (señor 

Maldonado), amigo de la víctima; el Sr. Lino Disla 

Martínez (señor Disla), quien acudió a la fiesta con el 

grupo de Bayamón; el Sr. Luis Fuentes Martínez (señor 

Fuentes), quien también acudió a la fiesta con el grupo 

de Bayamón; el Sr. Emmanuel Maldonado Elías, quien 

acudió a la fiesta; el Sr. José N. Vélez Cabrera (señor 

Vélez), amigo del señor Adorno; la Dra. Edda L. 

Rodríguez Morales (patóloga Rodríguez); la Sra. Brenda 

Agosto Nieves, quien brindó servicios de seguridad 

privada en la fiesta; la Sra. Awilda Díaz Negrón, una de 

las madres a cargo de la fiesta; el Sr. Felipe Cruz 

Oquendo, quien acudió a la fiesta y presenció los 

eventos, entre otros. El señor Ayala no presentó 

testigos.  
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Asimismo, el Estado presentó más de sesenta (60) 

fotografías, un video de una cámara de seguridad del 

restaurante Burger King, un CD con fotos de la autopsia 

del señor Adorno, un CD con un video de la escena, el 

Informe Médico-Forense (Protocolo de Autopsia) y el 

Informe de Hallazgos en la Escena. 

El 6 de mayo de 2016, el TPI halló culpable al señor 

Ayala por los delitos de asesinato en segundo grado e 

infracción a la Ley de Armas, supra. Antes de que el TPI 

dictara sentencia, la defensa presentó una Moción 

Solicitando Imposición de Sentencia con Atenuantes. 

Expuso seis (6) circunstancias de las cuales el TPI 

aceptó las siguientes cuatro (4): (1) las causas de 

exclusión de responsabilidad penal cuando no concurran 

todos sus requisitos para eximir; (2) que el 

señor Adorno provocó el hecho; (3) la ausencia de 

antecedentes penales; y (4) la edad temprana del 

señor Ayala cuando ocurrieron los hechos.2 Por su parte, 

el Estado presentó una Moción en Oposición a la 

Imposición de Sentencia con Atenuantes y Solicitando 

Agravantes, que el TPI no acogió. 

Por consiguiente, el TPI dictó una Sentencia 

mediante la cual impuso diecisiete (17) años de prisión 

por el delito de asesinato en segundo grado y un (1) año 

y seis (6) meses por la infracción a la Ley de Armas, 

supra. 

Inconforme, el señor Ayala presentó un Escrito de 

Apelación. Señala que el TPI cometió los errores 

siguientes: 

1. Erró el [TPI] al encontrar al [señor Ayala] 
culpable por los delitos de asesinato en 

segundo grado e infracción al [A]rtículo 

                                                 
2 Apéndice del Alegato de Apelante, págs. 11-12.  
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5.05 de la Ley de Armas a pesar de que la 

prueba presentada en el juicio no 

estableció más allá de duda razonable su 

conexión con la comisión de los mismos, por 

lo que no se estableció su culpabilidad 

conforme a la ley y a derecho. 

 

2. Erró el [TPI] al encontrar culpable al 

[señor Ayala] por el delito de asesinato en 

segundo grado a pesar de que no se 

estableció su comisión conforme a ley y a 

derecho al no establecerse con prueba más 

allá de duda razonable todos los elementos 

constitutivos del mismo. 

 

El Estado presentó su Alegato del Pueblo de Puerto 

Rico el 11 de diciembre de 2017. En esencia, defendió la 

determinación del TPI y mantuvo que probó más allá de 

duda razonable, con prueba “más que suficiente en 

derecho”, la comisión de los delitos por parte del señor 

Ayala. Planteó que probó el elemento de intención 

mediante la violencia que reflejaron las trece (13) 

heridas, particularmente, la lesión a la cavidad 

torácica derecha, la cual ocasionó la muerte al señor 

Adorno. Indicó que, si bien hubo contradicciones en los 

testimonios de algunos testigos, ello no es razón 

suficiente para restarle credibilidad a los mismos. 

Estimó que la determinación de culpabilidad que realizó 

el TPI goza de deferencia, máxime, cuando no existían 

indicios de falsedad o incredibilidad. Arguyó que no 

existía prueba en el expediente judicial para sostener 

la configuración del delito de asesinato atenuado. 

Esbozó que el señor Ayala falló en controvertir la 

apreciación de la prueba que el TPI efectuó. Por ende, 

procedía se sostuviera la misma.  

 Este Tribunal examinó acuciosamente los más de 870 

folios de la prueba testifical que desfiló ante el TPI. 

Inspeccionó los autos originales del caso, así como toda 

la evidencia documental, que incluyó fotografías e 
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informes. Finalmente, examinó los videos reseñados. Con 

el beneficio de lo anterior, se resuelve. 

II. MARCO LEGAL 

A. Función revisora del Tribunal de Apelaciones 

Toda persona acusada de delito tiene como derecho 

fundamental la presunción de inocencia. Este derecho 

está consagrado en el Art. II, Sec. 11, Const. ELA, LPRA, 

Tomo 1, que dispone que “[e]n todos los procesos 

criminales, el acusado disfrutará del derecho… a gozar 

de la presunción de inocencia”, 1 LPRA Art. II, sec. 11.  

Además de poseer naturaleza constitucional, nuestro 

esquema procesal penal reconoce la presunción de 

inocencia, específicamente, en la Regla 110 de 

Procedimiento Criminal. Esta indica que, “[e]n todo 

proceso criminal, se presumirá inocente al acusado[,] 

mientras no se probare lo contrario y en todo caso de 

existir duda razonable acerca de su culpabilidad, se le 

absolverá”. 34 LPRA Ap. II, R. 110. De igual forma, la 

presunción de inocencia constituye uno de los 

imperativos del debido proceso de ley en su vertiente 

sustantiva. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 786 (2002); 

Pueblo v. León Martínez, 132 DPR 746, 764 (1993). 

La presunción de inocencia permite que el acusado 

descanse en ella durante todas las etapas del proceso en 

primera instancia sin la obligación de aportar prueba 

para defenderse. Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 787; 

Pueblo v. Bigio Pastrana, 116 DPR 748, 760-761 (1985). 

Compete al Estado presentar la evidencia y cumplir con 

la carga de la prueba para establecer todos los elementos 

del delito, la intención o la negligencia criminal en su 

comisión y la conexión de la persona acusada con los 

hechos, más allá de duda razonable. Pueblo v. Acevedo 
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Estrada, 150 DPR 84, 99 (2000); Pueblo v. Bigio 

Pastrana, supra, págs. 760-761. 

Al descargar tal obligación no basta con que el 

Estado presente prueba que verse sólo sobre los 

elementos del delito, sino que dicha prueba tiene que 

ser satisfactoria, es decir, “que produzca certeza o 

convicción moral en una conciencia exenta de 

preocupación o en un ánimo no prevenido.” Pueblo v. 

Irizarry, supra, pág. 787; Pueblo v. Acevedo Estrada, 

supra, págs. 99-100; Pueblo v. Rosaly Soto, 128 DPR 729, 

739 (1991); Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 652 

(1986); Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, 102 DPR 

545, 552 (1974). El quantum riguroso establecido de “más 

allá de duda razonable” responde, precisamente, al valor 

y alta estima de la presunción de inocencia que exige 

tal calidad de la prueba para poder derrotarla. 

Ahora bien, la duda razonable no exige precisión y 

certeza matemática.  Consiste más bien de una duda 

fundada, producto del raciocinio y consideración de 

todos los elementos de juicio involucrados. Pueblo v. 

Bigio Pastrana, supra, pág. 761. No es una duda hija de 

la especulación e imaginación, pero tampoco es cualquier 

duda posible. Íd. La duda razonable que justifica la 

absolución del acusado es “el resultado de la 

consideración serena, justa e imparcial de la totalidad 

de la evidencia del caso o de la falta de suficiente 

prueba en apoyo de la acusación.” Pueblo v. Irizarry, 

supra, pág. 788. En fin, la duda razonable no es otra 

cosa que “la insatisfacción de la conciencia del 

juzgador con la prueba presentada”. Íd. 

Por otra parte, es norma reiterada que la 

apreciación que hace un juzgador de los hechos de la 



 
 

 
KLAN201601467 

 

8 

prueba que desfila en el juicio es una cuestión mixta de 

hecho y de derecho, por lo que la determinación de 

culpabilidad del acusado es revisable en apelación como 

cuestión de derecho. Pueblo v. González Román, 138 DPR 

691, 708 (1995); Pueblo en interés del menor F.S.C., 128 

DPR 931, 942 (1991). Esto es así porque el análisis de 

la prueba que se lleva a cabo “pone en movimiento, además 

de la experiencia del juzgador, su conocimiento del 

Derecho para así llegar a una solución justa de la 

controversia.” Pueblo v. Carrasquillo Carrasquillo, 

supra, pág. 552; Pueblo v. Cabán Torres, supra, pág. 

653. 

Además, tal apreciación incide sobre la suficiencia 

de la prueba capaz de derrotar la presunción de 

inocencia, lo que convierte este asunto en uno, 

esencialmente, de derecho. Nuestro Tribunal Supremo ha 

enfatizado, en repetidas ocasiones, que la valoración y 

el peso que el juzgador de los hechos imparte a la prueba 

y a los testimonios presentados ante sí merecen respeto 

y confiabilidad por parte de este Tribunal. Pueblo v. 

Maisonave Rodríguez, 129 DPR 49, 62-63 (1991); Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, supra, pág. 551. Como 

corolario, salvo que se demuestre la presencia de error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad, el foro 

apelativo no debe intervenir con la evaluación de la 

prueba hecha por el juzgador de hechos. Pueblo v. Acevedo 

Estrada, supra, págs. 98-99; Pueblo v. Rodríguez Román, 

128 DPR 121, 128 (1991). 

No obstante, el foro apelativo podrá intervenir con 

tal apreciación cuando de una evaluación minuciosa 

surjan “serias dudas, razonables y fundadas, sobre la 

culpabilidad del acusado”. Pueblo v. Carrasquillo 
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Carrasquillo, supra, pág. 551. Ante la inconformidad que 

crea la duda razonable, los tribunales apelativos, 

aunque no están en la misma posición de apreciar la 

credibilidad de los testigos, sí tienen, al igual que el 

foro apelado, “no sólo el derecho sino el deber de tener 

la conciencia tranquila y libre de preocupación”. Pueblo 

v. Irizarry, supra, pág. 790; Pueblo v. Carrasquillo 

Carrasquillo, supra, pág. 552. 

Sin embargo, el TPI está en mejor posición para 

aquilatar la prueba testifical que ante sí se presenta, 

ya que es quien tiene ante sí a los testigos cuando 

declaran. E.L.A. v. P.M.C., 163 DPR 478, 490 (nota al 

calce núm. 6) (2004); Argüello v. Argüello, 155 DPR 62, 

79 (2001). El juzgador de los hechos es quien goza del 

privilegio al poder apreciar el comportamiento del 

testigo (“demeanor”), lo que le permite determinar si le 

merece credibilidad o no. López v. Dr. Cañizares, 163 

DPR 119, 136 (2004). Ahora bien, la normativa antes 

expuesta no es de carácter absoluto. El criterio de 

deferencia no se justifica cuando el tribunal revisado 

considera, solamente, prueba documental o pericial. 

E.L.A. v. P.M.C., supra; Dty-Tex Puerto Rico, Inc. v. 

Royal Ins. Co. of Puerto Rico, Inc., 150 DPR 658, 662-

663 (2000). 

Por otro lado, y como se sabe, las Reglas de 

Evidencia de Puerto Rico permiten que un hecho pueda 

probarse mediante evidencia directa o evidencia 

indirecta o circunstancial. De acuerdo a la Regla 110(h) 

de las Reglas de Evidencia de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. 

IV, R. 110 (h), la evidencia directa es aquella que 

prueba el hecho en controversia sin que medie inferencia 

o presunción alguna y que, de ser cierta, demuestra el 
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hecho de modo concluyente. Cónsono, y en lo que respecta 

a la prueba testifical, la evidencia directa de un 

testigo que merezca crédito entero es prueba suficiente 

de cualquier hecho, salvo que por ley otra cosa se 

disponga. 32 LPRA Ap. IV, R.110 (d). Por consiguiente, 

el testimonio de un solo testigo al que el tribunal le 

otorgue crédito entero podría derrotar la presunción de 

inocencia. 

La evidencia circunstancial, por su parte, es 

aquella que tiende a demostrar el hecho en controversia 

probando otro distinto del cual —en unión a otros hechos 

ya establecidos— puede razonablemente inferirse el hecho 

en controversia. Colón González v. Tiendas Kmart, 154 

DPR 510, 522 (2001). Nuestro Tribunal Supremo ha 

resuelto que la prueba circunstancial es tan suficiente 

como la prueba directa para probar cualquier hecho, 

incluso para sostener una sentencia criminal. Pueblo v. 

Carrasquillo Carrasquillo, supra, pág. 545. 

También es una doctrina establecida que las 

contradicciones en las que incurre un testigo sobre 

detalles de los hechos no impiden que el tribunal 

sentenciador le dé crédito a su testimonio cuando nada 

increíble o improbable surge de este. Pueblo v. Chévere 

Heredia, 139 DPR 1, 20 (1995); Pueblo v. Rodríguez Román, 

supra, pág. 129; Pueblo v. Rivera Robles, 121 DPR 858, 

865 (1988). En este sentido, el Tribunal Supremo ha 

manifestado que “no existe el testimonio ‘perfecto’, el 

cual de ordinario, en lugar de ser indicativo de 

veracidad, es altamente sospechoso por cuanto, por lo 

general, es producto de la fabricación”. Pueblo v. Cabán 

Torres, supra, pág. 656. De igual forma, ha expresado 

que la existencia de meras inconsistencias en una 
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declaración no exige su rechazo automático. Pueblo v. 

Burgos Hernández, 113 DPR 834, 841 (1983). 

B. El delito de asesinato 

El Código Penal de 2004, supra, define el asesinato 

como “dar muerte a un ser humano con intención de 

causársela”. 33 LPRA sec. 4733. Seguidamente, el código 

establece tres grados de asesinato. “Este [delito], a su 

vez, se divide en grados, atendiendo a la perversidad 

demostrada por el acusado al cometer el acto y al solo 

efecto de la imposición de la pena.” Pueblo v. Negrón 

Ayala, supra, pág. 418. El asesinato en primer grado 

comprende los elementos de (1) intención y (2) 

premeditación. El Art. 14(w) del Código Penal de 2004, 

supra, define premeditación como la deliberación previa 

a la resolución de llevar a cabo el hecho luego de darle 

alguna consideración por un periodo de tiempo”. 33 LPRA 

4642(w); Pueblo v. Rosario Orangel, supra; Pueblo v. 

Méndez, 74 DPR 913, 926 (1953). 

A su vez, el asesinato en primer grado incluye dar 

muerte por medio de veneno, acecho o tortura. También, 

circunscribe el asesinato de ciertos funcionarios 

públicos y el asesinato estatuario, a saber, el que 

ocurre mientras se cometen ciertos delitos graves. 

Finalmente, la sección señala que todo otro asesinato 

cometido con intención constituirá asesinato en segundo 

grado. Es decir, para que se configure el asesinato en 

segundo grado se requiere la intención de realizar un 

acto o producir un grave daño corporal que, con toda 

probabilidad, resultará en la muerte de una persona. 

Pueblo v. Méndez, Íd.; Pueblo v. Blanco, 77 DPR 767, 775 

(1954). En otras palabras, la intención se refiere a 

aquel deseo o propósito de matar o el conocimiento de 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1954011883&pubNum=2995&originatingDoc=I348da601f45511df88699d6fd571daba&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_775&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_775
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1954011883&pubNum=2995&originatingDoc=I348da601f45511df88699d6fd571daba&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_775&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_775
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que la consecuencia natural de su comportamiento es 

ocasionar la muerte. Contrario al delito en primer 

grado, el de segundo requiere, únicamente, el elemento 

de intención y, por supuesto, que no se configuren las 

circunstancias que constituyen el delito en primer grado 

o en su versión atenuada.   

Ahora bien, el asesinato atenuado, también conocido 

como asesinato en tercer grado, constituye un acto 

intencional e ilegal por el cual ocurre una muerte, pero 

la calificación del delito y la pena varían para 

beneficio del acusado por circunstancias atenuantes. 

Pueblo v. Rivera Alicea, 125 DPR 37, 46 (1989). 

 Es decir, independientemente de las circunstancias 

bajo las cuales sucedieron los hechos que dieron pie a 

la comisión del delito, “la muerte ocasionada [tiene que 

ser] intencional”. Íd., pág. 47. Sin embargo, se ha 

establecido que, debido a las circunstancias que rodean 

el delito, el mismo debe conllevar una pena inferior a 

la del delito en primer o segundo grado. 33 LPRA sec. 

5145; Dora Nevares Muñiz, Nuevo Código Penal de Puerto 

Rico, 2da ed. Rev. San Juan, Ed. Instituto para el 

Desarrollo del Derecho, 2005, pág. 145. La circunstancia 

atenuante consiste en que el acto intencional del 

acusado que causa la muerte, fue una reacción 

irreflexiva, pasional, súbita e inmediata, provocada por 

la víctima u otra persona actuando con esta. Pueblo v. 

Rosario Orangel, 160 DPR 592, 607 (2009). Así pues, la 

circunstancia que da lugar al asesinato atenuado 

“presupone que el autor de la muerte actuó movido por 

una provocación adecuada de tal naturaleza que lleve a 

una persona ordinaria a perder su dominio y actuar bajo 

impulsos mentales causados por cólera, pendencia o 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1989186009&pubNum=2995&originatingDoc=I348da601f45511df88699d6fd571daba&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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emoción violenta”. Íd., pág. 608. En específico, los 

elementos que dan pie a la consumación del delito son 

que “(i) la muerte haya ocurrido mientras el actor se 

encontraba en un arrebato de cólera o pendencia 

súbita[;] (ii) que la muerte esté precedida de una 

provocación adecuada[;] y (iii) que la muerte haya 

ocurrido antes de que el arrebato o pendencia sufrida 

por el actor razonablemente se hubiere ‘enfriado’.” Íd., 

págs. 608-609. 

 Por su parte, una súbita pendencia es una pelea 

repentina, no reflexiva ni premeditada, en la cual se 

entra sin la intención previa de matar o de causar grave 

daño corporal. En cambio, un arrebato de cólera “es una 

provocación capaz de lograr una reacción violenta, 

intencional, pero no calculada por la cual una persona 

ordinaria pierde el equilibrio y dominio de sí misma.” 

Nevares Muñiz, op. cit., pág. 146. Finalmente, la 

provocación adecuada por parte de la víctima capaz de 

“reducir el delito de [asesinato] a [asesinato atenuado] 

tiene que ser aquella de tal naturaleza que haga perder 

el dominio de sí mismo a un hombre de temperamento 

corriente, obligándolo a actuar por el impulso producido 

por notable provocación, sin la debida reflexión, y sin 

formar un determinado propósito”. Pueblo v. Rivera 

Alicea, supra, pág. 46. Pueblo v. López Rodríguez, 101 

DPR 897 (1974). 

En cuanto al elemento de provocación adecuada, el 

Tribunal Supremo ha establecido que: 

Si no existe esa provocación o si habiendo 

existido esta no es lo suficientemente grave 

y la actuación del matador está fuera de toda 

proporción con el grado de la provocación, el 

acto de dar muerte constituye asesinato[,] 

aunque el acusado no hubiese preconcebido la 
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idea. Pueblo v. Lebrón, 61 DPR 657, 667 

(1943). 

 

C. Ley de Armas 

El Art. 5.05 de la Ley de Armas, supra, establece: 

Portación y Uso de Armas Blancas 

 

Toda persona que sin motivo justificado usare 

contra otra persona, o la sacare, mostrare o 

usare en la comisión de un delito o su 

tentativa, manoplas, blackjacks, cachiporras, 

estrellas ninja, cuchillo, puñal, daga, 

espada, honda, bastón de estoque, arpón, faca, 

estilete, arma neumática, punzón, o cualquier 

instrumento similar que se considere como un 

arma blanca, incluyendo las hojas de navajas 

de afeitar de seguridad, garrotes y agujas 

hipodérmicas, o jeringuillas con agujas o 

instrumentos similares, incurrirá en delito 

grave y convicta que fuere, será sancionada 

con pena de reclusión por un término fijo de 

tres (3) años. De mediar circunstancias 

agravantes, la pena fija establecida podrá ser 

aumentada hasta un máximo de seis (6) años; de 

mediar circunstancias atenuantes, podrá ser 

reducida hasta un mínimo de seis (6) meses y 

un (1) día. Las penas que aquí se establecen 

serán sin derecho a sentencia suspendida, a 

salir en libertad bajo palabra, o a disfrutar 

de los beneficios de algún programa de desvío, 

bonificaciones o a disfrutar de los beneficios 

de algún programa de desvío, bonificaciones o 

alternativas a la reclusión, reconocidas en 

esta jurisdicción, debiendo cumplir en años 

naturales la totalidad de la pena impuesta. 

Queda excluida de la aplicación de este 

Artículo, toda persona que posea, porte o 

conduzca cualquiera de las armas aquí 

dispuestas en ocasión de su uso como 

instrumentos propios de un arte, deporte, 

profesión, ocupación, oficio o por condición 

de salud, incapacidad o indefensión. 25 LPRA 

sec. 458(d)(1). (Énfasis suplido). 

 

En esencia, este artículo tipifica como delito el 

acto mediante el cual una persona utiliza un cuchillo 

para la comisión de un delito, a saber, el asesinato de 

una persona. Por ende, los elementos de este delito son: 

(1) que un arma blanca; (2) se haya usado en contra de 

otra persona; (3) en la comisión o tentativa de delito; 

(4) sin justificación o motivo; y (5) que no se haya 

utilizado bajo alguna de las exclusiones esbozadas en la 

ley. 
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III. DISCUSIÓN 

 El señor Ayala sostiene, en esencia, que el TPI se 

equivocó en la apreciación de la prueba. Plantea que el 

Estado no probó los elementos del delito de asesinato en 

segundo grado, ni aquellos atinentes al Art. 5.05 de la 

Ley de Armas, supra. No tiene razón. A continuación, 

este Tribunal los atiende por separado. 

A. Asesinato en segundo grado 

Tal y como se indicó en la Sección II (B), la 

configuración de un asesinato en segundo grado requiere 

(1) darle muerte a un ser humano y (2) con intención de 

realizar un acto o producir un grave daño corporal que 

con toda probabilidad resultará en la muerte de una 

persona. En cuanto al primer elemento (dar muerte a un 

ser humano), el Estado estableció que el señor Ayala 

quiso dar muerte o causar grave daño corporal al señor 

Adorno. A esos fines, el TPI consideró, en primer lugar, 

el testimonio de la patóloga Rodríguez, quien realizó la 

Autopsia 1455-08 y preparó el Protocolo de Autopsia, 

Exhibit 66.  

De su testimonio surge que el señor Ayala murió a 

causa de una herida localizada arriba de su tetilla 

derecha.3 Esta penetró la cavidad torácica derecha hasta 

perforar el pericardio, la membrana que contiene al 

corazón.4 La patóloga Rodríguez catalogó esta como 

“Herida B” y testificó que se realizó con un objeto 

punzante y filoso, a saber, con un arma blanca.5 Según 

indicó, se trata entonces de “un cuchillo o una 

                                                 
3 En cuanto a la herida en el área superior de la tetilla derecha 

del señor Adorno, se observó la severidad de esta en los Exhibits 31 

y 38 del Estado.  
4 Transcripción de la prueba oral (TPO), pág. 339. 
5 Íd., pág. 339. 



 
 

 
KLAN201601467 

 

16 

cuchilla”.6 Asimismo, la patóloga Rodríguez describió la 

trayectoria de la herida: fue de adelante hacia atrás, 

de arriba hacia abajo y de derecha a izquierda.7  

 De igual forma, Don José identificó el cuerpo de su 

hijo en la morgue, y los señores Maldonado y Vélez 

aseguraron que encontraron al señor Adorno sin vida8 por 

la cuesta por donde huyó.  

 En cuanto al segundo elemento (intención de causar 

grave daño corporal que con toda probabilidad resultará 

en la muerte de una persona), el TPI estimó que el Estado 

cumplió con el quantum probatorio requerido. En 

particular, se destaca el testimonio del señor Disla. 

Este declaró que, luego del altercado, mientras salían 

en el mismo vehículo, escuchó al señor Ayala decir: 

“[y]o creo que lo maté, porque le di con esto”,9 mientras 

sostenía un cuchillo en su mano.10 Este testimonio es 

contundente en cuanto a la intención del señor Ayala de 

causarle la muerte al señor Adorno o, como mínimo, 

causarle daño corporal grave. Además, el TPI consideró 

y creyó el testimonio de un segundo testigo, a saber, el 

señor Fuentes. Este testificó que el señor Ayala, muy 

molesto, le dijo “[M]ira, ese fue el que me empujó, deja 

que lo coja,” poco después del altercado sobre las 

luces.11 Añadió que, más tarde, cuando se encontraban en 

el estacionamiento de Burger King de Plaza Río Hondo, 

escuchó al señor Ayala decir “¿Viste? Lo apuñalé.”12 

De otra parte, el TPI también recibió el testimonio 

de la patóloga Rodríguez, quien estableció que el señor 

                                                 
6 Íd., pág. 340. 
7 Íd., pág. 339. 
8 Íd., págs. 16, 47 y 419. 
9 Íd., pág. 140. 
10 Íd. 
11 Íd., pág. 551. 
12 Íd., pág. 563. 
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Adorno sufrió un total de trece (13) heridas de arma 

blanca en su cuerpo, tres (3) de las cuáles fueron 

penetrantes.13 El señor Adorno sostuvo heridas de arma 

blanca en su clavícula izquierda, en el área superior de 

la tetilla derecha, en el área de la axila del brazo 

izquierdo y en el área izquierda inferior del abdomen, 

donde se laceró su intestino delgado.14 Por su parte, en 

el brazo derecho sufrió seis (6) heridas catalogadas 

como heridas de defensa, y en su espalda sufrió dos (2) 

heridas más, una en el lado derecho y otra en el 

izquierdo, la cual penetró y como consecuencia perforó 

el pulmón izquierdo del señor Adorno.15  

Igualmente, la patóloga Rodríguez describió 

tres (3) laceraciones en la cabeza del señor Adorno. 

Estas, a diferencia de las heridas inciso-cortantes, no 

son lisas, sino que interrumpen la integridad de la piel 

de forma irregular, dejando puentes de tejido entre un 

borde y el otro.16 Ello, testificó la patóloga Rodríguez, 

significa que fueron ocasionadas con un objeto 

contundente. Explicó que las heridas de laceración 

usualmente se presentan combinadas con otro tipo de 

heridas conocidas como abrasiones,17 las cuales pueden 

ser ocasionadas por objetos, tales como una piedra, un 

bate o un martillo. 

                                                 
13 Íd., pág. 358. 
14 Íd., págs. 338-346. El Exhibit 30 del Estado se trata de una 

fotografía en la que se observa el intestino delgado del señor 

Adorno fuera de su cuerpo. En palabras del señor Maldonado: “Pues 

yo vi que tenía las tripas por fuera y estaba lleno de sangre.” 

Íd., pág. 47. La condición en la que se encontraba el señor Adorno, 

específicamente la localización de parte del intestino delgado, se 

puede apreciar en el Exhibit 64, el video de la escena, en el minuto 

19:13. 
15 Íd., págs. 338-346 y 359. En cuanto a las heridas de defensa del 

señor Adorno, las fotografías del Estado, Exibits 27-29, 32-33, 36, 

44 y 49, comprueban la intención clara de darle muerte al señor 

adorno o, como mínimo, causarle daño corporal grave. 
16 Íd., pág. 346. 
17 Íd., pág. 347. 
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A pesar de las heridas en la cabeza del 

señor Adorno, la patóloga Rodríguez indicó que la herida 

mortal fue la que catalogó como “Herida B” en el lado 

derecho del pecho del señor Adorno, pues esta perforó su 

pericardio y ocasionó el sangrado de su corazón. Añadió 

que la herida del abdomen afectó el intestino delgado. 

Indicó que, si esa hubiera sido la única herida, esta 

hubiera podido causar una infección interna y producir 

una peritonitis, lo que era potencialmente letal. Agregó 

que “la herida del tórax, que penetr[ó] la cavidad 

torá[c]ica izquierda, e[ra] potencialmente letal.18 No 

cabe duda de que el señor Ayala podía prever que la 

muerte del señor Adorno era una consecuencia natural o 

probable por razón de las puñaladas que le propinó.  

En cuanto a las fotografías que el TPI consideró, 

resaltan aquellas admitidas como Exhibits 27-30, 31-33, 

36, 44 y 49 del Estado como también el video de la 

escena, Exhibit 64. No cabe duda de que la violencia de 

las heridas, y su efecto en el cuerpo del señor Adorno, 

abonó a la conclusión de que este tenía la intención de 

causarle la muerte o, cuando menos, inferirle daño 

corporal grave.  

Si esto resultara insuficiente, lo cual 

evidentemente no lo es para fines del elemento en 

cuestión, el señor Disla estableció, inequívocamente, 

que el señor Ayala dominó la pelea contra el 

señor Adorno.19 En ese sentido, el señor Disla describió 

que el señor Ayala se encontraba encima del señor Adorno 

                                                 
18 Íd., pág. 358. En cuanto a las laceraciones de la cabeza, la 

patóloga Rodríguez indicó que, si fuesen las únicas heridas, 

combinadas con el 0.11% de alcohol en la sangre del señor Adorno, 

es posible que hubiera fallecido. Íd., pág. 358 y Protocolo de 

Autopsia, Exhibit 66. 
19 Íd., pág. 137. 
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en todo momento.20 Esta situación se agrava cuando la 

evidencia establece que el señor Adorno sufrió heridas 

en su espalda. A fin de cuentas, cuando una persona 

apuñala a otra por la espalda, no está buscando 

defenderse de un ataque, sino causar grave daño. Este 

Tribunal examinó el Exhibit 63, el cual incluye 

múltiples fotografías en las que se puede apreciar las 

heridas en la espalda del señor Adorno. Estas también se 

pueden observar en el Exhibit 64, video de la escena, 

minuto 24:25. Bajo este cuadro fáctico incontrovertible 

se sostiene la determinación de culpabilidad por el 

delito de asesinato en segundo grado.  

B. Asesinato Atenuado 

Por otra parte, luego de aquilatar la prueba que 

obra en el expediente judicial, este Tribunal concluye 

que, bajo el cuadro fáctico incontrovertible descrito 

arriba, no se sostiene la alegación del señor Ayala de 

que el TPI lo debió hallar culpable por asesinato 

atenuado. Para determinar la posible comisión del delito 

de asesinato atenuado conforme al Código Penal de 2004, 

supra, hay que identificar, al menos, tres (3) factores, 

a saber, que: 1) la muerte haya ocurrido mientras el 

autor se encontraba en un arrebato de cólera o pendencia 

súbita; 2) la muerte estuviere precedida de una 

provocación adecuada; y 3) la muerte haya ocurrido antes 

de que el arrebato o pendencia sufrida por el actor 

razonablemente se hubiere enfriado. 

C. Arrebato de cólera 

La prueba que desfiló en el juicio estableció que, 

previo a que se suscitara el altercado que provocó la 

                                                 
20 Íd. 
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muerte del señor Adorno, ocurrieron dos (2) discusiones. 

Como cuestión de hecho, en cuanto al primer altercado, 

el señor Disla declaró que observó al señor Ayala prender 

y apagar las luces del establecimiento.21 Testificó que 

observó al señor Adorno dirigirse de forma agresiva 

hacia el señor Ayala como reacción a su juego con las 

luces.22 De igual forma, el señor Vélez también testificó 

que observó al señor Adorno darle un golpe en la mano a 

un muchacho que estaba jugando con las luces del 

establecimiento.23 Identificó al muchacho como blanco de 

ojos claros, con gorra y camisa oscura.24 El señor Vélez 

afirmó que jaló al señor Adorno para separarlo del 

muchacho que jugaba con las luces.25 

En cuanto al segundo altercado, el señor Maldonado 

declaró que observó que el señor Adorno se paró frente 

a una de las personas del grupo que provenía de Bayamón, 

le dijo “¿y ahora?” y le propinó un golpe en la cara.26 

De igual manera, el señor Disla testificó que también 

observó al señor Adorno tirarle un golpe al señor 

Ayala.27 Acto seguido, el señor Ayala le devolvió el 

golpe y ambos cayeron al piso.28 Asimismo, el señor 

Fuentes testificó que, mientras se encontraba afuera de 

El Rancho, observó a un muchacho de camisa roja darle un 

golpe en la cara al señor Ayala.29 El señor Fuentes 

declaró que el señor Ayala no le había dicho nada al 

muchacho de la camisa roja antes de recibir su golpe.30 

Subsiguientemente, el señor Fuentes observó al 

                                                 
21 Íd., págs. 127 y 176. 
22 Íd., pág. 177. 
23 Íd., pág. 411. 
24 Íd., pág. 412. 
25 Íd., pág. 414. 
26 Íd., pág. 41. 
27 Íd., pág. 134. 
28 Íd., pág. 136. 
29 Íd., pág. 555. 
30 Íd., pág. 578. 
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señor Ayala darle dos (2) golpes al muchacho de la camisa 

roja.31 Luego, ambos individuos cayeron al piso y 

continuaron la pelea.32 

 Tras escuchar a los testigos del Estado, el TPI 

entendió que un cantazo en la mano y un golpe en la cara 

no son provocaciones adecuadas capaces de lograr una 

reacción violenta, intencional y no calculada de una 

persona ordinaria. A saber, apuñalar a una persona en 

trece (13) ocasiones, una de las cuales penetró el lado 

derecho del pecho del señor Adorno logrando incluso 

perforar la membrana que rodeaba su corazón, no guarda 

relación proporcional con los intercambios anteriores 

entre el señor Adorno y el señor Ayala. Este Tribunal 

coincide con el TPI.  

D. Pendencia súbita 

Como norma general, bajo la circunstancia de 

pendencia súbita surge una pelea repentina o inesperada, 

en la cual se entra sin la intención previa de matar o 

de causar grave daño corporal. Conforme a la prueba que 

desfiló y el TPI creyó, es preciso significar el 

testimonio de la patóloga Rodríguez quien expuso, a 

cabalidad, cada una de las heridas que sufrió el señor 

Adorno. En cuanto a aquellas que ocasionó un arma blanca, 

describió los daños que las mismas causaron; cabe 

resaltar las seis (6) heridas que sufrió el brazo derecho 

del señor Adorno, las cuales catalogó como heridas de 

defensa. En ese sentido, el TPI consideró que el 

señor Adorno utilizó su brazo, reiteradamente, para 

proteger su cara y su cuerpo del ataque a puñaladas que 

recibió. Por otro lado, ocurrieron dos (2) heridas en la 

                                                 
31 Íd., pág. 555. 
32 Íd. 
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espalda del señor Adorno indicativas, también, de que el 

señor Ayala atacó a una persona que buscaba esquivar sus 

cuchillazos. Por tanto, independientemente de que el 

señor Adorno haya iniciado el altercado, una vez se 

encontraba en el piso procurando evadir las puñaladas 

del señor Ayala (en posición fetal, según declaró el 

señor Maldonado)33, no cabe hablar de pendencia súbita, 

sino de un ataque desproporcionado hacia la integridad 

corporal del señor Adorno. Dicho de otro modo, no hay 

espacio, tal y como determinó correctamente el TPI, para 

concluir que no hubo intención previa de matar o de 

causar grave daño corporal. A fin de cuentas, el señor 

Ayala llevaba consigo un cuchillo.34 Precisa destacar que 

el señor Fuentes también vio al señor Ayala con una 

cruceta debajo de la camisa previo al altercado con el 

señor Adorno.35 

 Finalmente, cabe mencionar que el contexto de los 

eventos que desembocaron en la muerte del señor Adorno 

fueron particularmente violentos. Tras el señor Ayala 

devolverle el golpe y la subsecuente caída de ambos hacia 

el piso, el señor Adorno fue objeto de un ataque grupal. 

Al menos seis (6) personas le agredieron utilizando un 

palo de madera, varios objetos contundentes de metal y 

hasta un cuchillo.36 No obstante, solamente uno de estos 

jóvenes llevaba consigo un cuchillo: el señor Ayala, 

quien lo utilizó para perforar el corazón del señor 

Adorno y causarle su muerte. 

E. Provocación adecuada por parte de la víctima 

                                                 
33 Íd., pág. 44. 
34 Íd., pág. 558. 
35 Íd., pág. 585. 
36 El señor Fuentes testificó que miembros del grupo de Bayamón 

identificados como “Xavier”, el señor Disla, “Emmanuel”, “Kiki” y 

“Joseph” participaron en la pelea junto con el señor Ayala. Íd., 

pág. 584; Exhibits 12 y 8. 
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En su alegato, el señor Ayala cuestiona si el señor 

Adorno hubiese muerto de no ser quien dio el primer 

golpe.37 Esa no es la pregunta correcta a la hora de 

evaluar los elementos del delito de asesinato atenuado. 

Más bien precisa cuestionarse si el TPI, y este Tribunal, 

está dispuesto a aceptar como una reacción normal a un 

cantazo en la mano y a un golpe en la cara el que una 

persona apuñale trece (13) veces. En lo pertinente, se 

alude al elemento definitivo de provocación adecuada por 

parte de la víctima. El TPI respondió a esa interrogante 

en la negativa y este Tribunal comulga con tal 

determinación. Es por ello que, en ausencia de error 

manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad, este 

Tribunal concuerda con que no se configuraron los 

elementos necesarios para reducir la pena del delito que 

cometió el señor Ayala. 

El TPI concluyó, conforme a derecho, que no se 

configuraron los elementos necesarios para encontrar al 

señor Ayala culpable del delito de asesinato atenuado. 

Sin embargo, el dictamen del TPI benefició al señor 

Ayala, pues reconoció como atenuantes, por ejemplo, que 

el señor Adorno inició el altercado, la minoridad de 

edad del señor Ayala para aquel entonces y su falta de 

antecedentes penales. Ante el cuadro fáctico de este 

caso, la sentencia que impuso el TPI al señor Ayala ya 

es, inequívocamente, benévola.   

F. Ley de Armas 

El señor Ayala mantiene que el Estado fue incapaz 

de establecer su conexión con el delito de portación y 

uso de armas blancas bajo el Art. 5.05 de la Ley de 

                                                 
37 Alegato del Apelante, págs. 22-23. 
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Armas, supra. Fundamenta su posición en que ningún 

testigo declaró que lo vio apuñalar al señor Adorno con 

un cuchillo. No tiene razón. Como se sabe, el Estado no 

tiene que presentar evidencia directa, sino que puede 

amparar su juicio en evidencia circunstancial. 

 A esos fines, el Estado presentó prueba testifical 

y documental que estableció que el señor Ayala apuñaló 

al señor Adorno para ocasionarle la muerte o causarle 

daño corporal grave. Por ejemplo, el señor Fuentes fue 

categórico al declarar que observó al señor Ayala con un 

cuchillo ensangrentado en la mano momentos después de 

que el señor Adorno se tirara por un monte para escapar 

de sus atacantes.38 Asimismo, el señor Fuentes testificó 

que observó mucha sangre en el suelo donde había ocurrido 

el altercado.39 

De igual forma, cuando varios de los jóvenes de 

Bayamón se montaron en el vehículo del señor Fuentes 

para irse del local, incluyendo al señor Ayala, el señor 

Fuentes testificó que escuchó al señor Ayala decir: 

“[v]oy a usar tu toalla, [para] limpiar el cuchillo”.40 

(Énfasis suplido). Y lo observó limpiando el cuchillo 

con la toalla.41 El señor Fuentes añadió que vio de 

primera mano al señor Ayala tomar el cuchillo, 

envolverlo en una toalla, y abandonar el “bollito” al 

lado de la bomba de aire en una gasolinera en la que se 

detuvieron.42 

Independientemente de ciertas discrepancias con 

respecto a las paradas que efectuó el grupo luego de 

salir de la fiesta (si fueron directamente al Burger 

                                                 
38 Íd., pág. 558. 
39 Íd., pág. 138. 
40 Íd., pág. 560. 
41 Íd.   
42 Íd., pág. 561. 
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King de Río Hondo o si antes realizaron una parada en 

una gasolinera), el TPI creyó que el señor Fuentes 

presenció tales eventos, según narrados. 

El Estado presentó, además, el testimonio del señor 

Disla quien observó al señor Ayala con un cuchillo 

ensangrentado en la mano, el cual describió como uno “de 

esos de cocina, con mango negro y ‘stainless steel’.”43 

Añadió que mientras se encontraban en el vehículo del 

señor Fuentes para irse del local El Rancho, le escuchó 

decir: “[y]o creo que lo maté, porque le di con esto”44. 

(Énfasis suplido). Asimismo, resulta imperante resaltar, 

nuevamente, las trece (13) heridas de arma blanca que 

sufrió el señor Adorno y el testimonio pericial de la 

patóloga Rodríguez a los fines de que fueron heridas 

ocasionadas por un cuchillo o una cuchilla.45 

Este Tribunal está convencido, luego de revisar 

toda la prueba testifical que desfiló en el juicio y 

toda la evidencia, que no se está ante la presencia de 

un error manifiesto, pasión, prejuicio o parcialidad que 

justifique intervención. Por el contrario, este Tribunal 

concuerda con el TPI en cuanto a que la evidencia que 

presentó el Estado fue robusta y suficiente en derecho 

para probar que el señor Ayala cometió el delito de 

asesinato en segundo grado con un cuchillo. 

IV. CONCLUSIÓN 

En atención a los fundamentos expuestos, se 

confirma la Sentencia del TPI.  

 Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                                 
43 Íd., pág. 140. 
44 Íd. 
45 Íd., pág. 340. 
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